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Resulta sorprendente que el Real Decreto-Ley 
8/2011, de 1 de julio (Real Decreto-Ley en 
adelante), que amplía a 125 procedimientos 
la regla del silencio positivo como medida de 
simplificación administrativa (impulsada por 
las leyes de transposición de la Directiva de 
Servicios y, muy especialmente, por la Ley de 
Economía Sostenible), declare, en cambio, el 
carácter negativo del silencio para determina-
das licencias, autorizaciones o certificaciones 
de obras y de primera ocupación para las que 
tradicionalmente se ha previsto el efecto esti-
matorio de la falta de resolución .  

La explicación de esta aparente contradicción 
se encuentra en la singularidad del silencio 
positivo en el ámbito de la obtención de licen-
cias urbanísticas, como consecuencia de una 
interpretación jurisprudencial sui generis que 
causaba una gran inseguridad jurídica. 

El Texto Refundido de la Ley de Suelo (apro-
bado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 
20 de junio), si bien no contiene ningún pro-
nunciamiento sobre el sentido del silencio en 
estos casos (por lo que según la regla general 
de la Ley 30/1992 debería ser positivo, como 
por otra parte ratifican las distintas leyes del 
suelo autonómicas) al igual que otras normas 
anteriores precisa que “en ningún caso po-
drán entenderse adquiridas por silencio admi-
nistrativo facultades o derechos que contra-
vengan la ordenación territorial o urbanística” 
(art. 8.1).

Este principio introducía un cierto elemento 
de distorsión, en tanto que obligaba, para ve-

rificar si una licencia urbanística se había de 
entender o no concedida silencio positivo, a 
valorar si cumplía o no la legalidad urbanís-
tica. Un juicio de fondo que se sobreponía al 
juicio de forma de la mera comprobación de 
la superación de los plazos legales. 

La aplicación de este criterio por los tribuna-
les tuvo durante años algo de errático. A ro-
tundas declaraciones que proclamaban su vi-
gencia y que avalaban que la Administración 
municipal pudiera denegar licencias fuera del 
plazo si resultaban ser contrarias al ordena-
miento urbanístico seguían otras que en cam-
bio sostenían que solo a través del procedi-
miento de revisión de oficio podrían dejarse 
sin efecto. 

La cuestión quedó zanjada con la sentencia 
del Tribunal Supremo de de 28 de enero de 
2009 (n.º de recurso 45/2007), que declaró 
la doctrina legal sobre la cuestión al resolver 
un recurso de casación en interés de la Ley, 
afirmando que no es preciso que la Adminis-
tración inicie un procedimiento de revisión de 
oficio para declarar la nulidad de una licencia 
que se haya obtenido por silencio positivo, 
puesto que este efecto de los actos presuntos 
no opera cuando concurre cualquier infracción 
del ordenamiento territorial o urbanístico. 

De este modo, una regla aparentemente sen-
cilla —el sentido del silencio en materia de 
licencias urbanísticas es positivo— queda-
ba muy matizada: el sentido del silencio en 
materia de licencias urbanísticas era positi-
vo salvo que se entendieran —a posteriori,                   
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claro— contrarias al ordenamiento urbanísti-
co, en cuyo caso el silencio era negativo.

Esta doctrina generaba una gran inseguridad 
jurídica, pues quienes obtenían una licencia 
por acto presunto estaban expuestos a que 
en cualquier momento fuera revocada por 
la Administración sin necesidad de seguir el 
procedimiento de revisión de oficio (aplicable, 
como regla general, a los actos presuntos en 
cuanto, según la Ley 30/1992, la estimación 
por silencio administrativo tiene a todos los 
efectos la consideración de acto administrati-
vo finalizador del procedimiento). 

Esta situación bien podía haberse solventado 
por el legislador reconociendo expresamente 
el carácter positivo del silencio en el otorga-
miento de licencias urbanísticas y la necesi-
dad de proceder a una revisión de oficio cuan-
do hayan sido otorgadas contra legem. Este 
reconocimiento del silencio positivo en la con-
cesión de licencias urbanísticas (siempre que 
la solicitud cuente con la documentación legal 
o reglamentariamente exigida y que dicha so-
licitud haya sido formulada, cuando se exija 
proyecto, por el técnico competente), no sólo 
serviría de estímulo para que los Ayuntamien-
tos resolvieran a tiempo, sino que contribui-
ría a eliminar las conductas de aquellos fun-
cionarios que han protagonizado tramas de 
corrupción (puesto que si el mero transcurso 
del tiempo otorga al ciudadano la licencia so-
licitada, no podrán prolongar a su voluntad 
los expedientes sin dar una respuesta a las 
peticiones de los interesados). 

Tal solución venía, además, respaldada por la 
restricción del sentido negativo que introdujo 
la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modi-
ficación de diversas leyes para su adaptación 
a la Ley sobre el libre acceso a las actividades 
de servicios y su ejercicio. La denominada 
Ley Omnibus dispuso, en transposición de la 
Directiva de Servicios, que únicamente pue-
de mantenerse el silencio negativo cuando, 
además de establecerlo una Ley o norma de 
Derecho comunitario, se justifique por la con-

currencia de razones imperiosas de interés 
general (nueva redacción del art. 43 de la Ley 
30/1992). 

En el caso de las licencias urbanísticas, no pa-
rece que concurra ninguna razón imperiosa 
de interés general que justifique el silencio 
negativo, dado que “la protección del medio 
ambiente y del entorno urbano” ya se ven su-
ficientemente garantizadas con la exigencia 
de una autorización previa (justificada, pre-
cisamente, por estas razones imperiosas de 
interés general) y con las facultades de ins-
pección y de eventual revisión de oficio de la 
Administración. 

Hay que lamentar, por ello, que el Real De-
creto-Ley haya optado por la solución contra-
ria, procediendo a instaurar el carácter nega-
tivo del silencio, en aras de una pretendida 
“seguridad jurídica en materia inmobiliaria” 
y citando expresamente la doctrina del Tri-
bunal Supremo expuesta, que ahora se ve 
confirmada por el legislador. Se declara así 
el carácter negativo del silencio en los pro-
cedimientos de conformidad, aprobación o 
autorización administrativa en relación a: a) 
movimientos de tierras, explanaciones, par-
celaciones, segregaciones u otros actos de 
división de fincas en cualquier clase de suelo, 
cuando no formen parte de un proyecto de 
reparcelación; b) obras de edificación, cons-
trucción e implantación de instalaciones de 
nueva planta; c) ubicación de casas prefabri-
cadas e instalaciones similares, ya sean pro-
visionales o permanentes; d) tala de masas 
arbóreas o de vegetación arbustiva que, por 
sus características, puedan afectar al paisaje; 
e) primera ocupación de las edificaciones de 
nueva planta y de las casas a que se refiere 
la letra c anterior.

Con ello, se produce un retroceso, en el ám-
bito urbanístico, en la deseada “simplifica-
ción administrativa”, impulsada por la Ley de 
Economía Sostenible “con el fin de agilizar la 
actuación de las Administraciones Públicas” 
(art. 40), y se incrementa, además, la litigio-
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sidad en este ámbito. Resulta incongruente, 
en este sentido, que, por un lado, se estén 
tramitando unas medidas de agilización pro-
cesal mediante la introducción de trabas para 
recurrir (elevación de la cuantía para recu-
rrir en casación, incorporación del criterio del 

vencimiento en materia de costas procesales 
para los procesos de única o primera instan-
cia), si, por otro lado, los tribunales se van a 
ver desbordados con una avalancha de de-
mandas frente a la desestimación por silencio 
de licencias de obras. 


